
C.A. de Santiago

Santiago, nueve  de noviembre de dos mil veintiuno.

Proveyendo el escrito folio 14: a todo, t ngase presenteé .

Vistos  y teniendo presente:

Que  interpone  recurso  de  protecci n  do a  Ana  Mar a  Riveraó ñ í  

lvarez, abogado en representaci n de don Luis Humberto Flores LoyolaÁ ó  

en contra de la Superintendencia de Pensiones, en base a los antecedentes 

de hecho y de derecho que expone.

Manifiesta tener 64 a os de edad, de profesi n vendedor, casado, 2ñ ó  

hijas, habita con su c nyuge y familiares y se desempe aba como ejecutivoó ñ  

de  ventas  de  la  ISAPRE  Banm dica,  actualmente  con  licencia  m dica.é é  

Expresa que atendiendo las patolog as que lo afectan, el d a 15 de enero deí í  

2020, solicit  pensi n de invalidez conforme al  D.L. N  3.500 de 1980.ó ó °  

Se ala que en primera instancia fue acogida su solicitud por la Comisi nñ ó  

M dica Regional Metropolitana - Santiago Sur, la cual mediante Dictamené  

de Invalidez N  024.4934/2020 de 22 de mayo de 2020, acord  declarar° ó  

una invalidez total definitiva a su favor, estimando un menoscabo laboral de 

un 77%. Sin embargo, las compa as de seguros adjudicatarias del Seguroñí  

de Invalidez y Sobrevivencia reclamaron en contra del referido dictamen, 

fundando  su  alegaci n  en  el  hecho  que  el  impedimento  cardiopat aó í  

coronaria hab a sido sobrevalorado. De la apelaci n conoci  la Comisi ní ó ó ó  

M dica Central, la cual solicit  revisi n de la ficha cl nica del recurrente. é ó ó í

Sostiene que sin mayores antecedentes la Comisi n M dica Central, aó é  

trav s  de la  Resoluci n  N  C.M.C.1996/2021 de 2 de marzo de 2021,é ó °  

resolvi  revocar  el  Dictamen  N  024.4934/2020,  determinando  otorgaró °  

pensi n  de  invalidez  parcial  transitoria,  por  cuanto  las  enfermedadesó  

alegadas como invalidantes, s lo alcanzan a provocar un 57% de p rdida deó é  

la  capacidad de trabajo.  El  recurrente,  estima que tal  resoluci n  resultaó  

arbitraria,  porque  carecer a  de  fundamentaci n  y  revisi n  de  susí ó ó  

antecedentes.  Adicionalmente,  el  recurrente  efect a  su  an lisis  de  c moú á ó  

debi  aplicarse la norma de evaluaci n y calificaci n de invalidez en suó ó ó  

caso, concluyendo que le corresponde una invalidez total. 

Por ltimo, sostiene que la decisi n de la Comisi n M dica Centralú ó ó é  

vulnera los derechos garantizados en los n meros 1, 2 y 24 del art culo 19ú í  

de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Por su parte, evac a informa la Superintendencia de Pensiones, quienú  

solicita el rechazo del presente arbitrio constitucional, fundado en primer 
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t rmino en la falta de legitimaci n pasiva de su parte, aunado a que actué ó ó 

dentro de la esfera de su competencia.

Explica  que,  en  efecto,  las  Comisiones  M dicas  Regionales  y  laé  

Comisi n M dica Central fueron creadas en virtud de lo dispuesto en eló é  

art culo 11 del DL N  3.500 de 1980, para efectos de lo dispuesto por elí °  

art culo 4  del mismo cuerpo legal, es decir para la evaluaci n y calificaci ní ° ó ó  

del grado de invalidez de los trabajadores afiliados al Sistema de Pensiones 

de Capitalizaci n Individual. Las primeras, tienen por funci n la evaluaci nó ó ó  

y calificaci n propiamente tal y la segunda, la Comisi n M dica Central, esó ó é  

la  instancia de reclamo que las  partes  pueden invocar  en contra de los 

dict menes de invalidez que emiten las Comisiones M dicas Regionales. Siná é  

embargo,  dichas  Comisiones  M dicas  carecen de personalidad  jur dica  yé í  

patrimonio propios.

Se ala  que  tales  Comisiones  M dicas  no  dependen  de  lañ é  

Superintendencia de Pensiones ni forman parte de su estructura org nica.á  

M s a n, por expresa disposici n del art culo 18 del reglamento del DL Ná ú ó í ° 

3.500 (contenido en el DS N  57 de 1990, del Ministerio del Trabajo y°  

Previsi n Social) estas Comisiones M dicas gozan de autonom a en cuantoó é í  

al  conocimiento y calificaci n de las  solicitudes de invalidez sometidas aó  

consideraci n de ellas. Del mismo modo, el inciso tercero del art culo 19 deló í  

citado  Reglamento  prescribe  que  la  Superintendencia  tendr  laá  

supervigilancia administrativa de estas Comisiones M dicas, se impartir  lasé á  

normas operativas que se requieran para calificar la invalidez.

Agrega,  que  si  bien  por  expresa  disposici n  del  inciso  tercero  deló  

art culo 11 del  D.L. N  3.500, esta Superintendencia de Pensiones debeí °  

efectuar, por intermedio de concurso p blico, la contrataci n de los m dicosú ó é  

integrantes de las referidas Comisiones M dicas, la norma que reglamentaé  

esa disposici n es el art culo 20 del D.S. N  57 de 1990, del Ministerio deló í °  

Trabajo y Previsi n Social, que prescribe que debe hacerlo sobre la base deó  

honorarios  y  que  tales  M dicos  Integrantes  no  ser n  funcionariosé á  

dependientes de aqu lla.é

Refiere  que  el  Organismo  Fiscalizador  no  tiene  la  representaci nó  

judicial  ni  extrajudicial  de  las  Comisiones  M dicas  Regionales,  ni  de  laé  

Comisi n  M dica  Central.  A esta  ltima  el  actor  imputa  los  actos  queó é ú  

habr an vulnerado los derechos fundamentales que invoca. En este puntoí  

basta  se alar  que  las  facultades  de  la  Superintendencia  de  Pensionesñ  

-potestades de derecho estricto- se encuentran contenidas en los art culos 94í  
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del D.L. N  3.500, de 1980; 3  del DFL N  101 de 1980 del Ministerio del° ° °  

Trabajo  y  Previsi n  Social,  y  47  de  la  Ley  N  20.255,  cat logos  deó ° á  

atribuciones  que  en  ninguna  parte  concede  a  la  Superintendencia  de 

Pensiones  la  prerrogativa  de representar  a la  Comisi n  M dica  Central,ó é  

mucho  menos  de  ejercer  atribuciones  resolutivas  de  los  reclamos 

interpuestos por las partes en contra de los dict menes de invalidez queá  

emiten las Comisiones M dicas Regionales.é

Concluye  que  atendido  lo  anteriormente  expuesto  y,  teniendo 

presente que el N  1 del art culo 3  de la Ley Org nica del Consejo de° í ° á  

Defensa del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fijó 

por el DFL N  1 del Ministerio de Hacienda, publicado en el Diario Oficial°  

de  fecha  7  de  agosto  de  1993,  establece  que  a  ese  Organismo  le 

corresponde  la  defensa  judicial  del  Fisco  en  todos  los  juicios ,  la“ ”  

representaci n judicial de las Comisiones M dicas Regionales y la Comisi nó é ó  

M dica  Central,  corresponde  precisamente  al  Consejo  de  Defensa  delé  

Estado.

 Expresa  que es  as  como la  Superintendencia  de Pensiones,  quiení  

solicita el rechazo del presente arbitrio constitucional, fundado en primer 

t rmino en la falta de legitimaci n pasiva de su parte, aunado a que haé ó  

actuado  conforme  a  las  facultades  que  le  fueron  conferidas  en  el 

ordenamiento jur dico.í

Considerando:

Primero:  Que recurrentemente se viene sosteniendo por esta Corte 

que el recurso de protecci n de garant as constitucionales establecido en eló í  

art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  constituyeí ó í ú  

jur dicamente una acci n cautelar destinada a amparar el leg timo ejercicioí ó í  

de las garant as y derechos preexistentes que en esa misma disposici n seí ó  

enumeran, mediante la adopci n de medidas de resguardo o providenciasó  

para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protecci n deló  

afectado ante un acto u omisi n arbitrario o ilegal que prive, perturbe oó  

amenace dicho ejercicio.

Conforme a lo anterior, para la procedencia del recurso de protecci nó  

se requiere la concurrencia copulativa de los siguientes requisitos de fondo: 

a) que se compruebe la existencia de una acci n u omisi n reprochada; b)ó ó  

que se establezca la ilegalidad o arbitrariedad de esa acci n u omisi n; c)ó ó  

que  de  la  misma  se  siga  directo  e  inmediato  atentado  (privaci n,ó  

perturbaci n o amenaza) contra una o m s de las garant as constitucionalesó á í  
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invocadas y protegibles por esta v a; y d) que la Corte est  en situaci ní é ó  

material y jur dica de í de brindar la protecci n.ó

En cuanto a la fal ta de leg it imaci n pasiva:ó

Segundo:  Que, si bien el recurrente ha dirigido su acci n cautelaró  

en contra de la Superintendencia, el acto objeto del recurso, conforme a lo 

expresado  en  su  libelo  y  en  la  petitoria  del  mismo,  no es  otro  que  la 

Resoluci n N  CMC 1996/2021 de 2 de marzo de 2021, dictada por laó °  

Comisi n M dica Central y no por este Organismo Fiscalizador. ó é

En efecto, las Comisiones M dicas Regionales y la Comisi n M dicaé ó é  

Central fueron creadas en virtud de lo dispuesto en el art culo 11 del DLí  

N  3.500 de 1980, para efectos de lo dispuesto por el art culo 4  del mismo° í °  

cuerpo legal, es decir para la evaluaci n y calificaci n del grado de invalidezó ó  

de  los  trabajadores  afiliados  al  Sistema  de  Pensiones  de  Capitalizaci nó  

Individual.  Las  primeras,  tienen  por funci n  la  evaluaci n  y  calificaci nó ó ó  

propiamente tal y la segunda, la Comisi n M dica Central, es la instanciaó é  

de reclamo que las partes pueden invocar en contra de los dict menes deá  

invalidez  que  emiten  las  Comisiones  M dicas  Regionales.  Sin  embargo,é  

dichas Comisiones M dicas carecen de personalidad jur dica y patrimonioé í  

propios.  En este  sentido,  cabe se alar  que tales  Comisiones  M dicas  noñ é  

dependen de esta Superintendencia de Pensiones  ni  forman parte  de su 

estructura org nica. M s a n, por expresa disposici n del art culo 18 delá á ú ó í  

reglamento  del  DL N  3.500 (contenido en el  DS N  57 de 1990,  del° °  

Ministerio del Trabajo y Previsi n Social) estas Comisiones M dicas gozanó é  

de autonom a en cuanto al conocimiento y calificaci n de las solicitudes deí ó  

invalidez sometidas  a consideraci n de ellas.  Del mismo modo, el  incisoó  

tercero  del  art culo  19  del  citado  Reglamento  prescribe  que  estaí  

Superintendencia  tendr  la  supervigilancia  administrativa  de  estasá  

Comisiones  M dicas  e  impartir  las  normas  operativas  que se  requierané á  

para calificar la invalidez. Seguidamente, si bien por expresa disposici n deló  

inciso tercero del art culo 11 del D.L. N  3.500, esta Superintendencia deí °  

Pensiones  debe  efectuar,  por  intermedio  de  concurso  p blico,  laú  

contrataci n de los m dicos integrantes de las referidas Comisiones M dicas,ó é é  

la norma que reglamenta esa disposici n es el art culo 20 del D.S. N  57 deó í °  

1990, del Ministerio del Trabajo y Previsi n Social, que prescribe que debeó  

hacerlo  sobre la  base de honorarios  y que tales  M dicos Integrantes noé  

ser n funcionarios dependientes de aqu lla.á é
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Tercero:  Que, en consecuencia, la autoridad recurrida no tiene la 

representaci n  judicial  ni  extrajudicial  de  las  Comisiones  M dicasó é  

Regionales, ni de la Comisi n M dica Central, siendo esta ltima, a quienó é ú  

el actor imputa los actos que habr an vulnerado los derechos fundamentalesí  

que invoca, todo ello conforme a los art culos 94 del D.L. N  3.500, deí °  

1980; 3  del DFL N  101 de 1980 del Ministerio del Trabajo y Previsi n° ° ó  

Social, y 47 de la Ley N  20.255.°

De esta forma, la Comisi n M dica Central, s lo es supervigilada poró é ó  

la recurrida, ejerciendo labores de fiscalizaci n, pero no inmiscuy ndose enó é  

el fondo de los asuntos que conoce, tal como se indica en el art culo 19 delí  

reglamento  del  D.L.  N  3500,  no  correspondi ndole  tampoco  la° é  

representaci n jur dica de las ltimas, ya sea central o regional, por lo queó í ú  

se acoger la falta de legitimaci n pasiva de la autoridad recurrida.ó

En cuanto al  fondo:

Cuarto:  Que sin perjuicio  de lo  antes  razonado, en cuanto a la 

legislaci n aplicable en la materia corresponde indicar que ó el art culo 4  delí °  

D.L. N  3.500 de 1980 establece lo siguiente: ° Las Comisiones M dicas a“ é  

que se refiere el art culo 11, deber n, frente a una solicitud de pensi n deí á ó  

invalidez del afiliado, verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos  

en el  inciso anterior y emitir  un dictamen de invalidez que otorgar  elá  

derecho a pensi n de invalidez total o parcial a contar de la fecha que seó  

declare la incapacidad, o lo negar , seg n corresponda. Cuando se trate deá ú  

un dictamen que declare una invalidez total, aqu l tendr  el car cter deé á á  

definitivo y nico. ú

Luego, el inciso primero del art culo 11 del DL N  3.500 de 1980,í °  

dispone  que: La  invalidez  a  que  se  refiere  el  art culo  4  y  la  de  las“ í °  

personas se aladas en el art culo 7  y en la letra c) del art culo 8  serñ í ° í ° á  

calificada, en conformidad a las "Normas para la evaluaci n y calificaci nó ó  

del  grado de invalidez  de los  trabajadores  afiliados  al  nuevo sistema de  

pensiones", seg n lo se ala el reglamento respectivo, por una Comisi n deú ñ ó  

tres m dicos cirujanos que funcionar  en cada Regi n, designados por elé á ó  

Superintendente de Administradoras de Fondos de Pensiones, en la forma  

que establezca el  reglamento  de esta  ley.  Podr  designarse  m s de unaá á  

Comisi n en aquellas Regiones que lo requieran, en raz n de la cantidadó ó  

de  trabajadores  que  en  ellas  laboren  o  de  la  distancia  de  sus  centros  

poblados.”
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Por  su  parte,  el  Reglamento  del  D.L.  N  3.500  de  1980  est° á 

contenido en el D.S. N  57 de 1990 del Ministerio del Trabajo y Previsi n° ó  

Social,  en  el  inciso  primero  de  su  art culo  18  establece  lo  siguiente:í °  

“Art culo  18.-  Funcionar  en  cada  Regi n  a  lo  menos  una  Comisi ní á ó ó  

M dica encargada de la calificaci n de la invalidez de las personas referidasé ó  

en los art culos 4 , 4  bis y 8  de la Ley y aquellas referidas en los p rrafosí ° ° ° á  

cuarto y quinto del T tulo I de la Ley N  20.255. La administraci n de lasí ° ó  

comisiones corresponder  a las Administradoras de Fondos de Pensiones yá  

ser n financiadas en conjunto por stas y el Instituto de Previsi n Social, deá é ó  

acuerdo a lo establecido en el inciso tercero del art culo 11  de la Ley. Estasí °  

Comisiones gozar n de autonom a en cuanto al conocimiento y calificaci ná í ó  

de las invalideces sometidas a su consideraci nó ’’.

Por  su parte,  el  art culo  54 del  D.L.  N  3500 dispone que:  í ° “La 

Administradora ser  exclusivamente responsable y obligada al pago de lasá  

pensiones parciales y totales originadas por el primer dictamen de invalidez,  

y a enterar el aporte adicional para afiliados no pensionados que generen  

pensiones de sobrevivencia, en los siguientes casos: 

a)  Afiliados  que  se  encuentren  cotizando  en  ella.  Se  presume  de  

derecho  que  el  afiliado  se  encontraba  cotizando,  si  su  muerte  o  la  

declaraci n de invalidez conforme al  primer dictamen, se produce en eló  

tiempo en que prestaba servicios, si se trata de un afiliado dependiente, o si  

hubiere cotizado en el mes calendario anterior a dichos siniestros, si se trata  

de un afiliado independiente, y 

b) Afiliados trabajadores dependientes que hubieren dejado de prestar  

servicios por t rmino o suspensi n de stos, cuyo fallecimiento o declaraci né ó é ó  

de invalidez conforme al primer dictamen, se produce dentro del plazo de  

doce meses contado desde el ltimo d a del mes en que hayan dejado deú í  

prestar servicios o stos se hayan suspendido. Adem s, estos trabajadoresé á  

deber n  registrar,  como  m nimo,  seis  meses  de  cotizaciones  en  el  a oá í ñ  

anterior al ltimo d a del mes en que hayan dejado de prestar servicios oú í  

stos hayan sido suspendidos. Asimismo, trat ndose de afiliados pensionadosé á  

por invalidez que se encuentren dentro del per odo de 3 a os o del plazo deí ñ  

6  meses  a  que  se  refiere  el  art culo  4 ,  o  cuyo  segundo  dictamen  seí º  

encuentre pendiente, la Administradora ser  exclusivamente responsable yá  

obligada a enterar el aporte adicional que corresponda a dichos afiliados si  

fallecen o adquieren el derecho al pago de pensiones de invalidez conforme  

al segundo dictamen, siempre que les fuera aplicable la letra a) o b) del  
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inciso anterior. En caso que para estos afiliados se emitiere un dictamen que  

rechace la invalidez o transcurriere el per odo de 6 meses se alado en elí ñ  

inciso cuarto del art culo 4  sin que el afiliado se presentare a la citaci n, laí º ó  

Administradora deber  enterar la contribuci n a que se refiere el art culoá ó í  

53, a menos que el  derecho a pensi n de invalidez hubiere  cesado poró  

fallecimiento .”  

Adem s, el inciso primero del art culo 19 del cuerpo reglamentarioá í  

prescribe que la administraci n y financiamiento se alados en el art culoó ñ í  

anterior,  contemplar  todo  lo  que  dice  relaci n  con  el  funcionamientoá ó  

propio de las Comisiones M dicas, a excepci n de los gastos que se derivené ó  

de  la  contrataci n  del  personal  m dico,  los  que  ser n  de  cargo  de  laó é á  

Superintendencia.  En  tanto  que  su  inciso  tercero,  establece  que  la 

Superintendencia  tendr  la  supervigilancia  administrativa  de  estasá  

Comisiones e impartir  las normas operativas que se requieran para calificará  

la invalidez. Asimismo, controlar  que las Comisiones M dicas den debidoá é  

cumplimiento  a  las  funciones  que  les  correspondan,  pudiendo  siempre 

determinar  el  n mero  de  ellas  que  deben  funcionar  en  cada  regi n  eú ó  

impartir  instrucciones  acerca  de  su  equipamiento.  Asimismo,  la 

Superintendencia fiscalizar  a las Comisiones M dicas en lo que concierneá é  

al  examen  de  las  cuentas  de  entradas  y  gastos,  para  lo  cual  las 

Administradoras deber n remitir a la Superintendencia la informaci n queá ó  

sta les requiera,  de acuerdo a lo que ella  establezca en una norma deé  

car cter general.á

Quinto:  Del m rito de los antecedentes se sigue que no obstante loé  

razonado, en cuanto a haberse acogido la falta de legitimaci n pasiva de laó  

recurrida es dable se alar que aqu lla ha intervenido en el mbito de susñ é á  

competencias  y  mediante  decisiones  fundadas,  en  que  se  analizaron  los 

diversos elementos vinculados al caso del recurrente, conforme a derecho 

-Decreto  Ley  y  Reglamento  antes  citado-,  sin  que  a  su  respecto  el 

recurrente indicara cu l ser a la ilegalidad o arbitrariedad que se le atribuyeá í  

a dicho acto administrativo.

Sexto:  Por otro lado,  resulta  ilustrador se alar  que el  tr mite  deñ á  

pensi n de invalidez se encuentra el procedimiento m dico administrativoó é  

de evaluaci n y calificaci n del grado de invalidez del solicitante, tendienteó ó  

a determinar si  las  afecciones invocadas provocan un menoscabo laboral 

permanente y su cuant a, con lo cual puede configurarse el primer requisitoí  

para obtener pensi n, como es, sufrir un menoscabo laboral permanente deó  
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a  lo  menos  un  cincuenta  por  ciento,  funci n  propia  de  las  Comisionesó  

M dicas. Asimismo, los dem s requisitos y la determinaci n de coberturaé á ó  

por el seguro de invalidez y sobrevivencia, del c lculo y monto de pensi ná ó  

corresponde  a  la  Administradora  de  Fondos  de  Pensiones  respectiva, 

determinaci n que, en todo caso, est  regulada por ley.ó á

S ptimo:é  Que analizados y ponderados los antecedentes presentados 

por  el  actor  junto  al  recurso  y  en  escrito  posterior  y  el  informe de  la 

recurrida, lleva a esta Corte a concluir que los hechos que previamente se 

han relatado y las peticiones que de conformidad a ellos se formulan a esta 

Corte, exceden el fin de la acci n constitucional propuestaó , lo que deja de 

manifiesto que no existe un derecho indubitado a su respecto, toda vez que 

para acceder a lo solicitado justamente se requiere un pronunciamiento en 

tal sentido.

Octavo:  Que lo cierto es entonces que el recurrente pretende que 

esta Corte declare la existencia de un derecho, lo que no es posible por este 

medio, ya que no encontr ndose indubitados los derechos y obligaciones delá  

recurrente, es del parecer que stos deben ser discutidos en el procedimientoé  

que corresponda, por lo que la presente materia excede el fin y objetivo 

cautelar de la acci n de protecci n, cuyo prop sito -como ya se ha dicho- esó ó ó  

que se tomen medidas y providencias destinadas a restablecer el imperio del 

derecho  y  asegurar  la  debida  protecci n  al  afectado  frente  a  actos  uó  

omisiones  ilegales  o  arbitrarias  que  conculquen  derechos  fundamentales 

enunciados en el art culo 20 de la Carta Fundamental.í

Noveno: Que, en conformidad a lo antes referido,  al  no haberse 

acreditado  la  existencia  de  un  derecho  indubitado ni  propiedad  sobre 

derecho  y  al  no  configurarse  un  acto  ilegal  y  arbitrario,  corresponde 

rechazar el recurso.

Por estas consideraciones, y visto, adem s,  lo dispuesto en el Autoá  

Acordado  sobre  Tramitaci n  y  Fallo  del  Recurso  de  Protecci n  de  lasó ó  

Garant as Constitucionalesí ,  se rechaza la acci n constitucional interpuestaó  

a  favor  de  don  Luis  Humberto  Flores  Loyola  en  contra  de  la 

Superintendencia de Pensiones, sin costas.

Se previene que el Ministro se or Juan Crist bal Mera Mu oz, estuvoñ ó ñ  

por rechazar el presente arbitrio constitucional, adem s, teniendo presenteá  

que  las  alegaciones  hechas  valer  por  el  actor,  aun  cuando,  den  por 

conculcados  otros  derechos  constitucionales,  en  realidad  se fundan en la 

garant a prevista en el art culo 19 N  18 de la Carta Fundamental, la queí í °  
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no est  incluida dentro de aquellas que enumera el art culo 20 del mismoá í  

texto constitucional.

Reg strese,  comun quese y arch vese en su oportunidad.í í í

N  Protecc i n 4984-2021° ó

 

Pronunciada  por  la  Tercera  Sala  de  esta  Il tma.  Corte  de  

Apelac iones  de  Santiago ,  presidida  por  el  Ministro  se or  Juanñ  

Crist bal Mera Mu oz, conformada por la Ministra se ora Ver nica Sabajó ñ ñ ó  

Escudero y el Abogado integrante se or Cristian Luis Lepin Molina.ñ
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Pronunciado por la Tercera Sala de la C.A. de Santiago integrada por los Ministros (as) Juan Cristobal Mera M.,

Veronica Cecilia Sabaj E. y Abogado Integrante Cristian  Luis Lepin M. Santiago, nueve de noviembre de dos mil

veintiuno.

En Santiago, a nueve de noviembre de dos mil veintiuno, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 05 de septiembre de 2021, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl.
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